
Santiago, nueve de agosto de dos mil veinticuatro. 

Vistos: 

En autos RIT O-58-2021, RUC 2140368547-7, del Juzgado de Letras de 

Pozo Almonte, caratulados “XXXXX XXXXXX XXXX con Municipalidad de 

Colchane”, por sentencia de siete de febrero de dos mil veintitrés, se acogió la 

demanda de declaración de relación laboral y reconocimiento de fuero maternal, 

por lo que se condenó a la demandada al pago de las prestaciones que se indican. 

La demandada dedujo recurso de nulidad y la Corte de Apelaciones de Iquique, 

por resolución de siete de julio de dos mil veintitrés, lo acogió por lo que invalidó el 

fallo de mérito y, en el de reemplazo, desestimó tanto la demanda principal de 

declaración de relación laboral y reconocimiento de fuero maternal, como la 

subsidiaria de aplicación del referido fuero en su calidad de funcionaria a 

honorarios. 

En relación a esta última decisión la demandante interpuso recurso de 

unificación de jurisprudencia, solicitando que esta Corte lo acoja y dicte la de 

reemplazo que describe. 

Se ordenó traer los autos en relación. 

Considerando: 

Primero: Que, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 483 y 483-A 

del Código del Trabajo, el recurso de unificación de jurisprudencia procede cuando, 

respecto de la materia de derecho objeto del juicio, existen distintas interpretaciones 

sostenidas por uno o más fallos firmes emanados de los tribunales superiores de 

justicia. La presentación respectiva debe ser fundada, incluir una relación precisa y 

circunstanciada de las distintas interpretaciones respecto del asunto de que se trate, 

sostenidas en las diversas resoluciones y que hayan sido objeto de la sentencia 

contra la que se recurre y, por último, se debe acompañar copia fidedigna de la o 

de las que se invocan como fundamento. 

Segundo: Que las materias de derecho respecto de las cuales se solicita 

unificar la jurisprudencia consisten en determinar: 1) El estatuto aplicable a una 

persona natural cuyos servicios no se ajustaron a lo previsto en los artículos 3° o 4° 

de la Ley N° 18.883; 2) La procedencia del reconocimiento del fuero maternal en 

favor de una trabajadora vinculada con un órgano de la Administración del Estado, 

a través de un contrato de honorarios regido por el estatuto administrativo; 

3) La competencia de los tribunales laborales para conocer del fuero maternal de 

trabajadoras del sector público cuya contratación sea de naturaleza civil; y 4) La 

vigencia, en el caso concreto, de los principios que sustentan y rigen el derecho 

laboral, tales como el de primacía de la realidad, de protección de la maternidad, y 

no discriminación, entre otros. 



Reprocha que la decisión se apartara de la doctrina sostenida en las que 

apareja para efectos de su cotejo, que, en lo pertinente al primer asunto propuesto, 

corresponde a la dictada por esta Corte en la causa N° 15.615-2019, en que se 

declaró el carácter laboral de los servicios que una psicóloga prestó a la 

Municipalidad de La Pintana, en virtud de contratos a honorarios vigentes entre el 2 

de enero de 2012 y el 31 de julio de 2018, en la oficina de protección de los derechos 

de niñas, niños y adolescentes del municipio, en contexto de convenios celebrados 

con el Servicio Nacional de Menores; para ello se tuvo presente la continuidad de 

las labores y que fueron ejecutadas bajo dependencia de la coordinadora general 

de esa oficina, sujeta a control de asistencia, y con reconocimiento de derecho al 

pago por sobretiempo, descanso maternal, licencias médicas, permisos y feriados. 

En cuanto al segundo aspecto, se invocó lo resuelto por esta Corte en los 

autos sobre recurso de protección rol N° 81.152-2021 y 11.524-2021, en los que se 

reconoció la aplicación del fuero y, en consecuencia, se ordenó reincorporar a sus 

labores a funcionarias a honorarios que se desempeñaron en distintos órganos de 

la Administración del Estado, por considerar que la protección a la maternidad 

responde a un derecho de carácter universal, consagrado no sólo en el Código del 

Trabajo sino también en la Constitución Política de la República y en los tratados y 

pactos internacionales ratificados por Chile, agregando que el artículo 194 del 

estatuto laboral es claro en cuanto a que este tipo de funcionarias son sujeto de 

protección de la maternidad, por lo que someterlas a un régimen distinto al de otras 

trabajadoras de planta o contrata importa una discriminación carente de causa. 

Respecto del tercero, se allegó la sentencia dictada por esta Corte en el 

ingreso N° 28.866-2021, en que se estableció la competencia de los tribunales del 

trabajo para conocer de una demanda de nulidad de despido, reintegro por fuero 

maternal y cobro de prestaciones interpuesta por una trabajadora que suscribió 

contratos a honorarios con un servicio de salud, y la decisión acudió al Convenio 

103 sobre protección a la maternidad de la Organización Internacional del Trabajo 

y al artículo 194 del Código del Trabajo, modificado por la Ley N° 20.764, afirmando 

que de la historia de la ley se advierte que la reforma que introdujo enfatizó la 

declaración ya contenida en el inciso primero del artículo 194, en orden a que las 

normas de protección a la maternidad contenidas en el Título II del Libro II del código 

del ramo, son aplicables con un criterio universal, vale decir, a toda persona que 

trabaja, independiente de la naturaleza jurídica del vínculo que lo una con un sujeto 

empleador, público o privado, o aun no existiendo este vínculo, bastando con la 

existencia de una persona trabajadora y su adscripción a un 



sistema previsional cualquiera, para que operen las normas comprendidas en los 

artículos 194 a 208 del Código del Trabajo; añadiendo que similar criterio ha sido 

recogido por la Contraloría General de la República, por ejemplo en Dictamen N° 

24.985, de 5 de agosto de 2020, que reconoce el fuero maternal en favor de 

servidoras públicas a honorarios. 

En tanto que para justificar la existencia de distintas interpretaciones 

jurídicas en lo concerniente a la última materia, se incorporó la sentencia dictada 

también por esta Corte en los antecedentes N° 19.163-2018, que si bien no analiza 

la procedencia y aplicación de los principios de la materia en casos como el 

presente, declara la naturaleza laboral de los servicios prestados por un profesional 

a la Municipalidad de Maipú, en las circunstancias que se describen. 

Tercero: Que la sentencia impugnada acogió el recurso de nulidad que la 

demandada dedujo sobre la base de la causal establecida en el artículo 478 letra 

b) del Código del Trabajo; omitiendo, en consecuencia, el pronunciamiento sobre 

las planteadas en forma subsidiaria, correspondientes a las de los artículos 478 letra 

c) y 477 del mismo cuerpo legal, la última por infracción de su artículo 1° y del 

artículo 4° de la Ley N° 18.883. 

En sustento de la decisión, se sostuvo que se aplicó deficientemente el 

estatuto probatorio de la sana crítica, al dar por establecidos los elementos que 

configuran la relación laboral que se declara, sin exponer, ni explicar qué regla de 

la lógica o máximas de la experiencia condujeron a desmerecer el valor probatorio 

de los contratos de honorarios incorporados y concluir que no permitían acreditar 

una relación contractual civil, pues la judicatura del grado no los describe, analiza, 

ni contrasta con otras probanzas, incumpliendo los estándares de la sana crítica. 

Por consiguiente, se pronunció el fallo de reemplazo que desestimó tanto la 

demanda principal como la subsidiaria. La primera, por considerar que los contratos 

a honorarios acompañados por la actora, analizados desde las máximas de la 

experiencia en cuanto fueron suscritos válidamente y dentro de su competencia por 

órganos del Estado, tienen verosimilitud y de su tenor se desprende la existencia de 

un convenio entre el Ministerio de Salud y la Municipalidad de Colchane para el 

cumplimiento de los programas “Elige Vida Sana 2020-2021”, de “Refuerzo en 

Atención Primaria para enfrentar Pandemia Covid” y de “Equidad Salud Rural Año 

2021”, financiados por el primero y ejecutados por el municipio, contexto en que se 

contrató a la actora sobre la base de honorarios, apareciendo de los contratos que 

las prestaciones de servicios son sólo para la realización de los referidos programas 

y no para cumplir funciones propias de la municipalidad demandada, lo que condujo 

a calificarlas como cometidos específicos y a enmarcarlas en el artículo 4° de la Ley 

N° 18.883. Sobre 



la acción subsidiaria se afirmó que descartada la existencia de una relación laboral 

que la sostenga y dado que las normas de protección a la maternidad son extrañas 

a un régimen de naturaleza civil, no es posible, atendida la naturaleza laboral del 

proceso en cuestión, imponer obligaciones civiles o administrativas al municipio, 

porque estos pronunciamientos de derecho común son extraños a la competencia 

laboral en que se sostiene el juicio. 

Cuarto: Que, en lo concerniente a la primera materia propuesta para su 

unificación, debe concluirse que la sentencia ofrecida para su cotejo no resulta 

idónea para los efectos previstos en el artículo 483-A del Código del Trabajo, por 

fundarse en una situación fáctica y jurídica distinta que impide la homologación que 

se pretende, pues se refiere a un caso en que se dio por acreditado que los servicios 

prestados no correspondieron a cometidos específicos, excediendo del marco legal 

que autorizó su contratación, y que se desarrollaron bajo el vínculo de subordinación 

y dependencia que, conforme a los artículos 7° y 8° del Código del Trabajo, 

determina la existencia de un contrato de trabajo; sustrato contrario al de la que se 

impugna, en que se dio por probado que la actora desempeñó un cometido 

específico y en que no se estableció que el municipio demandado ejerciera el poder 

de mando y dirección que es propio de la calidad de empleador que se le atribuye. 

Quinto: Que, en lo que atañe a la segunda, el cotejo de lo resuelto en las 

sentencias invocadas por la recurrente con lo decidido en la que se impugna permite 

concluir que concurre el presupuesto establecido en el artículo 483 del Código del 

Trabajo para unificar la jurisprudencia sobre la materia de derecho propuesta, esto 

es, la existencia de interpretaciones diversas en relación a una cuestión jurídica 

proveniente de tribunales superiores de justicia, razón por la que corresponde 

determinar cuál postura debe prevalecer y ser considerada correcta. 

Sexto: Que las sentencias reseñadas en el recurso dan cuenta que esta 

Corte se ha pronunciado sobre el alcance de la protección a la maternidad, la 

paternidad y la conciliación de la vida personal, familiar y laboral que consagra el 

Título II del Libro II del Código del Trabajo, resultando especialmente útil la dictada 

en causa rol N° 28.866-2021, no obstante haber sido ofrecida en relación a otra 

cuestión jurídica. 

En dicho pronunciamiento se invocó el Convenio 103 de la Organización 

Internacional del Trabajo relativo a la protección a la maternidad (ratificado por Chile 

mediante Decreto 1907, de 1998, del Ministerio de Relaciones Exteriores, Diario 

Oficial de 3 de marzo de 1999), cuyo artículo primero establece que sus reglas se 

aplican a las mujeres empleadas en empresas industriales, sean estas públicas o 

privadas, y en trabajos no industriales y agrícolas, comprendidas las 



mujeres asalariadas que trabajen en su domicilio, precisando que tanto en los 

trabajos industriales como en los no industriales se incluyen a las empresas 

privadas y a las empresas o servicios públicos; así como las normas del Código del 

Trabajo, destacando la modificación que al referido Título II introdujo la a Ley 

N°20.764 (Diario Oficial de 18 de julio de 2014), que, según se razonó, “enfatizó la 

declaración ya contenida en el inciso primero del artículo 194 del Código del 

Trabajo, en orden a que las normas de protección a la maternidad contenidas en el 

Título II del Libro II del Código del Trabajo, son aplicables con un criterio universal, 

vale decir, a toda persona que trabaja, independiente de la naturaleza jurídica del 

vínculo que lo una con un sujeto empleador, público o privado, o aun no existiendo 

este vínculo, bastando con la existencia de una persona trabajadora y su 

adscripción a un sistema previsional cualquiera que este sea, para que operen las 

normas comprendidas entre los artículos 194 y 208 del Código del Trabajo, en lo 

pertinente”; además de hacer referencia a dictámenes de la Contraloría General de 

la República que han reconocido los efectos del fuero maternal tratándose de 

servidoras públicas a honorarios, que prestan servicios en una municipalidad u otra 

repartición pública. 

Séptimo: Que, en efecto, el artículo 194 del Código del Trabajo, con que 

inicia su Título II del Libro II, declara en su inciso tercero que “La protección a la 

maternidad y la paternidad y la conciliación de la vida personal, familiar y laboral 

se regirá por las disposiciones del presente título y quedan sujetos a ellas los 

servicios de la administración pública, los servicios semifiscales, de administración 

autónoma, de las municipalidades y todos los servicios y establecimientos, 

cooperativas o empresas industriales, extractivas, agrícolas o comerciales, sean de 

propiedad fiscal, semifiscal, de administración autónoma o independiente, municipal 

o particular o perteneciente a una corporación de derecho público o privado”. 

Así, la norma no deja duda en cuanto que su ámbito de aplicación excede de 

las trabajadoras regidas por el Código del Trabajo, amparando por igual a la 

totalidad de las madres que desempeñen labores remuneradas, sin importar el 

estatuto que las rija. Lo anterior, es expresión de la relevancia que la sociedad 

otorga a la familia, como lo recoge el artículo primero de la Constitución Política de 

la República, y a la maternidad, reconociendo que se trata de un proceso que pone 

a la madre en una situación de mayor vulnerabilidad, por lo que requiere contar con 

normas que garanticen el cuidado de su salud y de la del hijo o hija por venir, así 

como la mantención de sus ingresos, de su fuente de empleo y de sus posibilidades 

de seguir desarrollándose profesionalmente, obligaciones que el Estado ha 

asumido tanto en virtud de la Constitución Política y de los derechos 



que en ella se consagran, como de los convenios internacionales que ha suscrito, 

respecto de la maternidad propiamente tal, el ya citado Convenio 103 de la 

Organización Internacional del Trabajo, en materia de derechos del niño, la 

Convención sobre los derechos del niño, y en lo que atañe a la madre, resulta de 

vital importancia en nuestro espacio geográfico, la Convención Interamericana para 

prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, así como la Convención 

sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación sobre la Mujer –conocida 

como CEDAW- entre otros. 

Esta claridad en la redacción de la normativa sobre protección a la 

maternidad y a la familia ha llevado a que la administración reconozca plenamente 

sus efectos, como se advierte de los dictámenes de la Contraloría General de la 

República citados por la sentencia antes indicada y por aquella pronunciada por la 

judicatura del grado e invalidada por la impugnada, entre ellos los N° 20.921, de 

2018, N° 14.498, de 2019, N° 24.985, de 2020, y otros que han reiterado del criterio 

de esa autoridad, conforme al cual “las normas sobre protección a la maternidad, 

entre ellas el fuero maternal, son de aplicación general, por lo que benefician a las 

servidoras de la Administración del Estado, cualquiera que sea el régimen 

estatutario al que se encuentren afectas y con independencia de la calidad jurídica 

en que desempeñen sus labores (aplica dictamen N° 9.771, de 2014)”. 

Octavo: Que, por consiguiente, apareciendo de las alegaciones de las partes 

y los antecedentes allegados al juicio que la trabajadora estaba embarazada a la 

época en que dejó de prestar servicios y que la demandada tomó conocimiento de 

tal circunstancia, no cabe sino concluir que debió obrar conforme a lo dispuesto por 

el artículo 201 del Código del Trabajo, respetando el fuero que la beneficiaba, lo 

que no ocurrió, sin que tampoco solicitara la autorización que impone el artículo 174 

del mismo cuerpo legal, para poner término al contrato de prestación de servicios a 

honorarios en razón de la llegada del plazo previsto para la conclusión de los 

servicios, el que, a falta de la referida autorización, no pudo hacerse efectivo sino 

hasta la fecha del término del fuero, esto es, hasta un año después de expirado el 

descanso de maternidad, excluido el permiso postnatal parental establecido en el 

artículo 197 bis, o, dicho de otro modo, hasta un año y doce semanas después del 

nacimiento del hijo. 

Noveno: Que, por lo razonado, se unifica la jurisprudencia declarando que 

las normas sobre protección a la maternidad, la paternidad y la conciliación de la 

vida personal, familiar y laboral que establece el Título II del Libro II del Código del 

Trabajo, y en particular el fuero consagrado en su artículo 201, amparan a todas las 

trabajadoras embarazadas que declara su artículo 194, incluidas aquellas que 



presten servicios a los órganos de la Administración de estado en virtud de un 

contrato de prestación de servicios a honorarios. 

Décimo: Que acogido el recurso en lo que precede, se omitirá 

pronunciamiento sobre las materias siguientes propuestas por la parte demandante, 

por entenderlas subsumidas en el análisis y declaraciones previas. 

Undécimo: Que, en tales circunstancias, yerra la Corte de Apelaciones de 

Iquique cuando, una vez invalidado el fallo del grado, rechaza no solo la acción 

principal interpuesta por la demandante sino también la subsidiaria, que conforme 

a las motivaciones precedentes, debió ser acogida; por lo que no cabe sino acoger 

el recurso de unificación de jurisprudencia deducido por la demandante, 

invalidando, en lo pertinente, la sentencia impugnada y procediendo a dictar, acto 

seguido y en forma separada, el correspondiente dictamen de reemplazo. 

Se hace presente que no se devuelven los autos a la Corte de Apelaciones 

para que se pronuncie sobre los motivos de nulidad planteados en subsidio de aquel 

acogido, por resultar innecesario, atendido que no obstante haberse invalidado el 

fallo de mérito por estimar concurrente una causal referida al análisis de la prueba, 

lo cierto es que en la decisión de reemplazo se abordaron los argumentos 

esgrimidos al denunciarse la errada calificación jurídica del vínculo y la infracción 

de ley. 

Por estas consideraciones y visto, además, lo dispuesto en los artículos 483 

y siguientes del Código del Trabajo, se acoge el recurso de unificación de 

jurisprudencia interpuesto por la demandante en contra de la sentencia de siete de 

julio de dos mil veintitrés, dictada por la Corte de Apelaciones de Iquique, la que se 

invalida parcialmente, en lo concerniente a la decisión de rechazar la demanda 

subsidiaria, debiendo dictarse a continuación la pertinente de reemplazo. 

Regístrese. 

Rol N° 183.492-23.- 

Pronunciado por la Cuarta Sala de la Corte Suprema integrada por las Ministras 

señoras Gloria Ana Chevesich R., Andrea Muñoz S., María Soledad Melo L., y los 

Abogados Integrantes señor José Miguel Valdivia O., y señora Irene Rojas M. 

Santiago, nueve de agosto de dos mil veinticuatro. 

 

 
 
 
 
 

 



 

En Santiago, a nueve de agosto de dos mil veinticuatro, se incluyó en el 

Estado Diario la resolución precedente. 
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